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FORMATO DE RESPUESTA PQRSD
[bookmark: _Hlk143780582]REQUISITOS HABILITANTES – Noción – Fundamento normativo 

[…] Los requisitos habilitantes se definen como exigencias de participación en los procedimientos de selección, establecidos en disposiciones normativas, de carácter legal o reglamentario, o las contenidas en el acto administrativo que regula las reglas de la convocatoria, es decir, en el pliego de condiciones o el documento equivalente a este. Se diferencian de los criterios de evaluación –también conocidos como criterios de calificación– en que estos son los factores definidos por la Entidad Estatal para la asignación de puntaje en el momento de la comparación de las ofertas, y que, a partir de su ponderación, permiten establecer el orden de elegibilidad y, por ende, la propuesta ganadora. […]

REQUISITO HABILITANTE – Experiencia - Verificación 

[…] La Agencia Nacional de Contratación Pública - Colombia Compra Eficiente puso a disposición de los interesados del sistema de compra pública el “Manual para determinar y verificar requisitos habilitantes en los procesos de contratación”, y en este de forma particular, se establecen una serie de características que deben observarse por parte de las entidades al establecer en sus invitaciones o pliego de condiciones los requerimientos o condiciones necesarias para poder llevar a cabo su verificación, como se detalla a continuación: Dentro de los principales requisitos habilitantes que se utilizan en los Procesos de Contratación se destaca la experiencia, la cual debe ser entendida como el conocimiento del proponente derivado de su participación previa en actividades iguales o similares a las previstas en el objeto del contrato con contratantes públicos, privados, nacionales o extranjeros. La experiencia puede ser adquirida directamente de manera singularizada o en asocio con otras personas, como es el caso de los proponentes plurales, cuya experiencia no deja de ser personal, sino que, por tratarse de esquemas asociativos, se evalúa de forma proporcional a la participación de los miembros en los respectivos consorcios y/o uniones temporales […]

REQUISITO HABILITANTE - Experiencia – Código Clasificador de Bienes y Servicios - Acreditación del Valor de los Contratos 

[…] la exigencia de la experiencia expresada en SMMLV, se acude a lo prescrito en el artículo 2.2.1.1.1.5.3. que establece que las cámaras de comercio deben verificar y certificar los requisitos habilitantes en el RUP, entre ellas, la experiencia que son aquellos contratos suscritos por el interesado para cada uno de los bienes, obras y servicios que ofrece a las Entidades Estatales, identificados con el Clasificador de Bienes y Servicios en el tercer nivel y su valor expresado en SMMLV. Los contratos celebrados por proponentes plurales, como los consorcios, uniones temporales y sociedades en las cuales el interesado tenga o haya tenido participación, para cada uno de los bienes, obras y servicios que ofrecerá a las Entidades Estatales, identificados con el Clasificador de Bienes y Servicios en el tercer nivel y su valor expresado en SMMLV. Esto significa que la experiencia registrada en el Registro Único de Proponentes (RUP) debe clasificarse conforme a dos criterios esenciales: el objeto del contrato y su valor económico, expresado en salarios mínimos legales mensuales vigentes (SMLMV), lo cual implica que la experiencia acreditada en el RUP debe derivarse de contratos que hayan generado una contraprestación económica, permitiendo su cuantificación.

Esta exigencia de la experiencia hechas por las Cámaras de Comercio implica que la experiencia que establezca las entidades estatales en procesos de contratación, donde sea obligatoria el RUP debe ser coherente a esta, es decir, atender a los Códigos de Clasificación de Bienes y Servicios en el tener nivel y su valor cuantificado en SMMLV. En estos términos, para efectos de evaluar la experiencia en los pliegos de condiciones, las Entidades Estatales al establecer el requisito habilitante de experiencia deben incluir los códigos específicos del objeto a contratar o el de bienes, obras o servicios afines o que se relacionen con el Proceso de Contratación respecto de los cuales los proponentes deben acreditar su experiencia expresada en SMMLV […]

EXPERIENCIA – Expresada en SMMLV – Estandarización 

[…] En torno a la necesidad de que la experiencia contractual sea expresada salarios mínimos mensuales legales vigentes (SMLMV) se usa como un parámetro técnico para evaluar y comparar la capacidad de un contratista en procesos de contratación estatal, posibilitando establecer un estándar objetivo frente a la fluctuación del valor de la moneda dentro del mercado. Esto, facilita la comparación de manera justa la experiencia de diferentes oferentes, ya que el valor de los SMLMV cambia anualmente, estandarizando la experiencia requerida en un momento determinado. […]

REQUISITO HABILITANTE – Experiencia – Rubros Presupuestales – Catálogo de Clasificación Presupuestal (CCP) – Límites para su utilización como criterio de acreditación

[…] Los rubros presupuestales que integran el Catálogo de Clasificación Presupuestal (CCP) responden a una finalidad de organización, identificación y clasificación de los ingresos y gastos públicos, por lo que no constituyen, por sí mismos, un mecanismo de clasificación o acreditación de la experiencia de los proponentes. En consecuencia, su utilización como criterio para verificar dicho requisito debe distinguirse de los mecanismos previstos en el ordenamiento jurídico, particularmente del Registro Único de Proponentes (RUP) y del Clasificador de Bienes y Servicios (UNSPSC).

Si bien las entidades estatales cuentan con autonomía para establecer los requisitos habilitantes de experiencia, estos deben ser adecuados y proporcionales a la naturaleza, alcance, cuantía, complejidad y riesgos del contrato, y guardar relación directa con las actividades que integran su objeto. Por tanto, la exigencia de acreditar que los contratos anteriores fueron ejecutados con cargo a determinados rubros presupuestales debe encontrarse debidamente justificada en las particularidades del proceso de contratación, sin que la sola coincidencia con una clasificación presupuestal interna pueda constituir un criterio autónomo de acreditación de experiencia ni sustituir los mecanismos previstos en la normativa contractual […].





Bogotá D.C., 11 de noviembre de 2026

Señor
NICOLAS HUMBERTO APONTE SÁNCHEZ
grupohya1@gmail.com 
Bogotá D.C.
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	Respuesta a consulta con radicado N.º 1_2026_09_29_013067.




Estimado señor Aponte;

En ejercicio de la competencia otorgada por los artículos 3, numeral 5º, y 11, numeral 8º, del Decreto Ley 4170 de 2011, así como lo establecido en el artículo 4 de la Resolución 1707 de 2018 expedida por esta Entidad, la Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente– responde a su solicitud radicada ante esta entidad el 29 de septiembre de 2026 en la cual manifiesta lo siguiente:

“1. ¿Es jurídicamente viable y acorde al Estatuto General de Contratación de la Administración Pública que una Entidad Estatal exija en los Pliegos de Condiciones que la experiencia de los proponentes se acredite demostrando la ejecución de contratos a través de los "¿Rubros Presupuestales” específicos, en lugar de utilizar los códigos del Clasificador de Bienes y Servicios (UNSPSC)? 
2. Considerando que el artículo 6 de la Ley 1150 de 2007 establece que el RUP es plena prueba de la experiencia, ¿puede una Entidad Estatal rechazar u otorgar la condición de "NO HÁBIL" a un proponente argumentando que sus contratos previos no detallan los rubros presupuestales internos que la entidad configuró para su propio proceso de contratación? 
3.¿No constituye una vulneración al principio de libre concurrencia y selección objetiva exigir que la experiencia pasada de un proponente (con otras entidades o privados) deba ajustarse a las nomenclaturas de planeación presupuestal (rubros) de la entidad que actualmente adelanta el proceso de selección? 
4.¿Cuál es la naturaleza jurídica de los rubros presupuestales (Catálogo de Clasificación Presupuestal - CCP) dentro de la contratación estatal, y es procedente que las entidades los utilicen como un criterio para evaluar o determinar la idoneidad y experiencia de un proponente? 
5.¿Excede una Entidad Estatal los límites de la discrecionalidad reglamentaria al establecer mecanismos o exigencias de acreditación de experiencia no previstos en el Decreto 1082 de 2015, tales como requerir que los contratos previamente ejecutados contengan o coincidan con asignaciones o rubros presupuestales específicos? 
6.Considerando que las personas jurídicas o privadas y otras entidades públicas ejecutan contratos bajo distintas estructuras financieras y presupuestales, ¿es jurídicamente válido rechazar una oferta por no demostrar que un contrato previo estuvo imputado a un rubro presupuestal determinado de la entidad contratante actual, aun cuando el objeto y la experiencia técnica acreditada en el RUP mediante los códigos UNSPSC guardan relación con el objeto del proceso de selección? ”

        De manera preliminar, resulta necesario acotar que esta entidad solo tiene competencia para responder consultas sobre la aplicación de normas de carácter general en materia de compras y contratación pública. En ese sentido, resolver casos particulares desborda las atribuciones asignadas por el legislador extraordinario, que no concibió a Colombia Compra Eficiente como una autoridad para solucionar problemas jurídicos particulares de todos los partícipes del sistema de compra pública. La competencia de esta entidad se fija con límites claros, con el objeto de evitar que la Agencia actúe como una instancia de validación de las actuaciones de las entidades sujetas a la Ley 80 de 1993 o de los demás participantes de la contratación pública. Esta competencia de interpretación de normas generales, por definición, no puede extenderse a la resolución de controversias, ni a brindar asesorías sobre casos puntuales.       
Conforme lo expuesto, en aras de satisfacer el derecho fundamental de petición se resolverá su consulta dentro de los límites de la referida competencia consultiva, esto es, haciendo abstracción de las circunstancias particulares y concretas mencionadas en su petición, pero haciendo unas consideraciones sobre las normas generales relacionadas con el problema jurídico de su consulta. 
 
I. Problemas planteados:
 
De acuerdo con el contenido de su solicitud, esta Agencia resolverá el siguiente problema jurídico: 

i) ¿Cuáles son los límites jurídicos de la facultad de las entidades estatales para establecer requisitos habilitantes y mecanismos de acreditación de experiencia en los pliegos de condiciones y, en particular, para exigir la correspondencia entre la experiencia de los proponentes y determinados rubros presupuestales o códigos del Catálogo  de Clasificación Presupuestal (CCP), de conformidad con el régimen de contratación estatal, especialmente los principios de proporcionalidad, libre concurrencia y selección objetiva? (comprende las preguntas 1, 4 y 5)

ii) ¿Es jurídicamente válido que una entidad estatal rechace o declare no hábil una oferta por no acreditar experiencia asociada a determinados rubros presupuestales definidos en los documentos del proceso, pese a que el proponente acredita experiencia relacionada con el objeto contractual mediante los mecanismos de acreditación previstos en el ordenamiento jurídico, particularmente a través de la información contenida en el Registro Único de Proponentes (RUP) y los códigos UNSPSC?  (comprende las preguntas 2, 3 y 6)

iii) ¿Los rubros presupuestales o códigos del Catálogo de Clasificación Presupuestal (CCP) constituyen criterios idóneos para determinar la experiencia e idoneidad de un proponente dentro de un proceso de contratación estatal, o su utilización con tal finalidad desconoce la naturaleza presupuestal de dichos instrumentos y las reglas que gobiernan la verificación de los requisitos habilitantes?

II. Respuesta:

	i) El numeral 1 del artículo 5 de la Ley 1150 de 2007 establece que la experiencia constituye uno de los requisitos habilitantes que pueden ser objeto de verificación en los procesos de selección. Su exigencia tiene como finalidad determinar la aptitud del proponente para ejecutar adecuadamente el objeto contractual, a partir del conocimiento adquirido mediante su participación previa en actividades iguales o similares.
        En concordancia con lo anterior, el Decreto 1082 de 2015 regula la inscripción y acreditación de la experiencia en el Registro Único de Proponentes (RUP). Particularmente, el artículo 2.2.1.1.1.5.3 establece que los proponentes deben identificar los contratos celebrados para la provisión de bienes, obras y servicios mediante el Clasificador de Bienes y Servicios de las Naciones Unidas (UNSPSC), hasta el tercer nivel, y expresar su valor en salarios mínimos legales mensuales vigentes (SMMLV).
       Por su parte, el Manual para determinar y verificar los requisitos habilitantes en los procesos de contratación, expedido por Colombia Compra Eficiente, señala que la experiencia corresponde al conocimiento del proponente derivado de su participación previa en actividades iguales o similares a las previstas en el objeto del contrato. En ese sentido, la experiencia debe ser adecuada y proporcional: es adecuada cuando guarda afinidad con las actividades que comprende el objeto contractual y es proporcional cuando tiene relación con su alcance, cuantía, complejidad y riesgos.
          De esta manera, la experiencia no debe entenderse como la coincidencia estricta entre el objeto de los contratos anteriores y el que se pretende celebrar, sino como la demostración de conocimientos y capacidades adquiridos en la ejecución de actividades que guarden relación con las prestaciones que requiere la entidad. Una interpretación excesivamente restrictiva podría limitar injustificadamente la participación de proponentes que, aunque no hayan ejecutado contratos con objetos idénticos, sí cuentan con la experiencia técnica necesaria.
         Ahora bien, las entidades estatales, en ejercicio de su autonomía y de la responsabilidad que les corresponde en la estructuración de los procesos de contratación, cuentan con facultades para definir los requisitos habilitantes y establecer los mecanismos para verificar su cumplimiento. Sin embargo, dicha autonomía debe ejercerse con sujeción a los principios de la contratación estatal y a los criterios de necesidad, adecuación y proporcionalidad. Por tanto, las condiciones exigidas deben responder a las particularidades del objeto contractual y encontrarse debidamente justificadas en los estudios y documentos previos.
En consecuencia, la sola ausencia de correspondencia entre la experiencia acreditada por un proponente y determinados rubros presupuestales definidos por la entidad estatal no constituye, por sí misma, una razón suficiente para concluir que aquel carece de la experiencia requerida ni para rechazar una oferta o declararla no hábil. Para efectos de la verificación del requisito habilitante, lo relevante es establecer si los contratos acreditados permiten demostrar experiencia relacionada con el objeto contractual en los términos definidos en los documentos del proceso y conforme a los mecanismos de acreditación previstos en el ordenamiento jurídico.
         En relación con la acreditación de la experiencia, debe tenerse en cuenta que el RUP constituye el mecanismo ordinario de verificación en los procesos en los que su inscripción es exigible. No obstante, cuando las características del objeto contractual hagan necesario comprobar información adicional a la contenida en dicho registro, la entidad puede realizar directamente esa verificación y establecer en los documentos del proceso los instrumentos idóneos para tal efecto.
         Este entendimiento fue desarrollado por esta Subdirección Contractual en el Concepto C-568 del 24 de junio de 2025, en el que precisó que, aunque la experiencia se acredita mediante el RUP en los procesos en los que este resulta exigible, las entidades pueden solicitar y verificar información adicional cuando las características del objeto contractual así lo requieran. Asimismo, señaló que los documentos exigidos para comprobar la experiencia deben ser adecuados y proporcionales, y permitir verificar aspectos como el objeto contractual, las actividades ejecutadas y el valor del contrato. 
        A partir de lo anterior, resulta necesario distinguir la naturaleza y finalidad de los instrumentos de clasificación presupuestal y contractual. El Catálogo de Clasificación Presupuestal (CCP) responde a una finalidad de organización, identificación y clasificación de los ingresos y gastos públicos, mientras que el Clasificador de Bienes y Servicios (UNSPSC) permite identificar los bienes, obras y servicios relacionados con los contratos y la experiencia que registran los proponentes. Por consiguiente, los rubros presupuestales no constituyen, por sí mismos, un mecanismo de clasificación de la experiencia ni sustituyen los instrumentos previstos en el régimen de contratación estatal para su acreditación.
En consecuencia, los rubros presupuestales o códigos del Catálogo de Clasificación Presupuestal (CCP) no constituyen, en principio, criterios idóneos para determinar la experiencia o idoneidad de los proponentes, pues su función consiste en clasificar y gestionar el gasto público y no en identificar las actividades, bienes, obras o servicios efectivamente ejecutados por los contratistas. La experiencia, por el contrario, se relaciona con el conocimiento adquirido mediante la ejecución de actividades iguales o similares a las requeridas por la entidad, razón por la cual su acreditación se estructura a partir de los mecanismos previstos en el régimen de contratación estatal, particularmente mediante el Registro Único de Proponentes (RUP) y la clasificación de bienes y servicios correspondiente.
         Lo anterior no significa que las entidades estatales carezcan de facultad para solicitar información adicional a la registrada en el RUP. Sin embargo, para que una exigencia relacionada con determinados rubros presupuestales pueda incorporarse como mecanismo complementario de verificación, debe existir una justificación objetiva que demuestre su relación con las actividades que integran el objeto contractual, así como su adecuación y proporcionalidad frente a las necesidades del proceso. La sola correspondencia con una clasificación presupuestal interna de la entidad no acredita, por sí misma, la idoneidad o experiencia del proponente.
Adicionalmente, una exigencia basada exclusivamente en la coincidencia con determinados rubros presupuestales podría generar restricciones injustificadas a la participación cuando dichos rubros responden a la estructura presupuestal particular de cada entidad y no a las actividades efectivamente ejecutadas por el proveedor. En tales eventos, la exigencia podría excluir proponentes que cuentan con experiencia relacionada y suficiente para ejecutar el contrato, afectando potencialmente los principios de libre concurrencia, igualdad y selección objetiva previstos en el régimen de contratación estatal.

ii) El artículo 6 de la Ley 1150 de 2007 establece que el Registro Único de Proponentes constituye el instrumento de verificación de las condiciones de los proponentes y que el certificado expedido por las cámaras de comercio es plena prueba de la información que allí consta y que ha sido objeto de verificación. En particular, el numeral 6.1 del mismo artículo dispone que las entidades estatales pueden verificar directamente requisitos habilitantes cuando las características del objeto contractual así lo requieran, sin que ello implique desconocer la información certificada en el registro.
        En ese sentido, cuando el RUP es exigible, la entidad debe verificar la experiencia con fundamento en la información allí registrada, atendiendo a los contratos inscritos, su clasificación mediante los códigos UNSPSC y los valores expresados en SMMLV. La posibilidad de solicitar información adicional no habilita a la entidad para sustituir, modificar o recalificar aquella que ya fue verificada por la cámara de comercio.
        Esta interpretación fue desarrollada por Colombia Compra Eficiente en el Concepto C-1232 del 15 de septiembre de 2026, al señalar que la información adicional que las entidades pueden solicitar en virtud del numeral 6.1 del artículo 6 de la Ley 1150 de 2007 no puede utilizarse para modificar o sustituir la información previamente certificada en el RUP. Asimismo, precisó que los requisitos de experiencia deben ser adecuados y proporcionales a la naturaleza y valor del contrato, y guardar relación directa con su objeto.
        Ahora bien, la exigencia de que los contratos anteriores se encuentren asociados a determinados rubros presupuestales debe analizarse a partir de su finalidad y de su incidencia en la verificación de la experiencia. En efecto, si dicha exigencia pretende condicionar la habilitación del proponente a que sus contratos anteriores hayan sido financiados o imputados a una clasificación presupuestal específica de la entidad contratante, debe establecerse si constituye una condición adicional legítima y debidamente justificada o si, por el contrario, introduce una restricción que no permite valorar adecuadamente la experiencia efectivamente adquirida.
        Lo anterior cobra especial relevancia si se considera que los contratos celebrados con otras entidades públicas o con particulares pueden estar sujetos a estructuras presupuestales y financieras diferentes. Por tanto, la falta de coincidencia entre los rubros presupuestales utilizados por distintos contratantes no significa, por sí misma, que las actividades ejecutadas carezcan de relación con el objeto del proceso de selección ni que el proponente no haya adquirido la experiencia requerida.
         Así las cosas, corresponde a cada entidad estatal, en ejercicio de sus competencias y a través de sus equipos estructuradores y jurídicos, previa valoración de las circunstancias fácticas y jurídicas de cada proceso de contratación, determinar la forma en que adelantará su gestión contractual y definir los requisitos habilitantes de experiencia que considere necesarios para garantizar la adecuada ejecución del objeto contractual. Para tal efecto, deberá observar las disposiciones de la Ley 80 de 1993, la Ley 1150 de 2007, el Decreto 1082 de 2015 y demás normas concordantes, así como los principios que rigen la contratación estatal y los lineamientos establecidos por Colombia Compra Eficiente en sus manuales y guías.

iii) En particular, la definición y verificación de los requisitos de experiencia deberá atender a criterios de pertinencia, adecuación y proporcionalidad, guardar relación con la naturaleza, alcance, cuantía, complejidad y riesgos del contrato, y respetar los mecanismos de acreditación previstos en el ordenamiento jurídico, especialmente el RUP y la clasificación mediante los códigos UNSPSC, cuando estos resulten exigibles. En consecuencia, cualquier exigencia adicional relacionada con rubros presupuestales deberá encontrarse debidamente justificada en las particularidades del objeto contractual, sin que pueda convertirse en una condición arbitraria o desproporcionada que restrinja injustificadamente la participación de los interesados o desconozca la experiencia efectivamente acreditada por los proponentes.
En este sentido, aunque las entidades estatales cuentan con un margen de configuración para estructurar sus procesos de contratación y definir mecanismos complementarios de verificación, dicha facultad no implica que cualquier criterio pueda utilizarse para acreditar experiencia. Por regla general, los rubros presupuestales y los códigos del Catálogo de Clasificación Presupuestal constituyen instrumentos de naturaleza financiera y presupuestal, mas no mecanismos diseñados para acreditar experiencia contractual. Por ello, cualquier exigencia relacionada con estos instrumentos deberá estar objetiva y específicamente justificada en las particularidades del objeto contractual, sin que pueda convertirse en una condición arbitraria o desproporcionada que restrinja injustificadamente la participación de los interesados o desconozca la experiencia efectivamente acreditada por los proponentes.
Finalmente, debe advertirse que el análisis para resolver problemas en torno a un proceso de contratación especifico debe ser realizado por quienes tengan interés en ello. De esta forma, las afirmaciones aquí realizadas no pueden ser interpretadas como juicios de valor sobre circunstancias concretas relacionadas con los hechos que motivan la consulta. Por lo anterior, previo concepto de sus asesores, la solución de situaciones particulares corresponderá a los interesados en adoptar la decisión y, en caso de conflicto, a las autoridades judiciales, fiscales y disciplinarias.
En ese sentido, al tratarse de un análisis que debe realizarse en un procedimiento contractual específico, esta Agencia no puede definir un criterio universal y absoluto por vía consultiva, sino que brinda elementos de carácter general para que los partícipes del Sistema de Compras y Contratación Pública adopten la decisión que corresponda, lo cual es acorde con el principio de juridicidad. Así cada entidad definirá la forma de adelantar su gestión contractual, sin que sea atribución de la Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente, validar sus actuaciones.


 
III. Razones de la respuesta:

Lo anterior se sustenta en las siguientes consideraciones:

[bookmark: _Hlk35876968][bookmark: _Hlk98159514]Los requisitos habilitantes constituyen obligaciones que los proponentes deben cumplir y acreditar para participar en el procedimiento de selección, por lo que no son objeto de evaluación a través de la asignación de un puntaje que determine el orden de escogencia. Así, constituyen criterios previos a la evaluación, de manera que quienes no los acrediten no pueden continuar en el procedimiento de selección. Esto sin perjuicio del derecho que tienen los oferentes de subsanar los defectos que presenten en la prueba de tales requisitos, de conformidad con el artículo 5, parágrafos 1º al 4º, de la Ley 1150 de 2007.
Al respecto, el inciso primero del artículo 5 de la Ley 1150 de 2007 dispone los factores de escogencia y calificación que deben indicarse en los pliegos de condiciones. Además, el mencionado artículo señala que es “objetiva la selección en la cual la escogencia se haga al ofrecimiento más favorable a la entidad y a los fines que ella busca, sin tener en consideración factores de afecto o de interés y, en general, cualquier clase de motivación subjetiva”. De este modo, los factores de que establezcan las entidades en los pliegos de condiciones o sus documentos equivalentes deberán tener en cuenta, entre otras cuestiones, lo dispuesto en esta norma. 
El numeral 1º del artículo referido establece que en los procesos de selección de contratistas serán objeto de verificación, como requisitos habilitantes, entre otros, los siguientes: (i) la capacidad jurídica, (ii) la experiencia, (iii) la capacidad financiera y (iv) la capacidad de organización. Al respecto, la norma citada dispone: 

“Artículo 5. De la Selección Objetiva. 
[…]
1. La capacidad jurídica y las condiciones de experiencia, capacidad financiera y de organización de los proponentes serán objeto de verificación de cumplimiento como requisitos habilitantes para la participación en el proceso de selección y no otorgarán puntaje, con excepción de lo previsto en el numeral 4 del presente artículo. La exigencia de tales condiciones debe ser adecuada y proporcional a la naturaleza del contrato a suscribir y a su valor. La verificación documental de las condiciones antes señaladas será efectuada por las Cámaras de Comercio de conformidad con lo establecido en el artículo 6 de la presente ley, de acuerdo con lo cual se expedirá la respectiva certificación. […]”.

Los oferentes que cumplan estos requisitos habilitantes son considerados idóneos para ejecutar el objeto contractual, de manera que sus ofertas pueden ser consideradas en la evaluación dirigida a determinar cuál es la más favorable para la entidad y los fines de la contratación. En este sentido, los requisitos habilitantes –entre éstos, el de experiencia– son aquellos que deben cumplir en igualdad de condiciones los proponentes y cumplido el mínimo establecido en el pliego de condiciones o documento equivalente hacen que los proponentes se habiliten en el procedimiento de selección y sean susceptibles de ser seleccionados como futuros contratistas.
[bookmark: _Hlk182863897]En consecuencia, corresponde a las Entidades Estatales, durante la etapa de planeación del contrato, estudiar y determinar los requisitos habilitantes que establecerán en los pliegos de condiciones, los cuales deben fijarse de forma adecuada y proporcional. Según el artículo 2.2.1.1.1.6.2 del Decreto 1082 de 2015, las entidades deben hacer lo anterior, de acuerdo con la naturaleza, el valor del contrato, la forma de pago, los riesgos asociados, el plazo y la complejidad de ejecución del objeto[footnoteRef:1]. Esta facultad, además implica que las entidades deben establecer la forma en que los proponentes acreditarán estos requisitos y la manera en que la entidad verificará su cumplimiento.  [1:  “Artículo 2.2.1.1.1.6.2. Determinación de los Requisitos Habilitantes. La Entidad Estatal debe establecer los requisitos habilitantes en los pliegos de condiciones o en la invitación, teniendo en cuenta: (a) el Riesgo del Proceso de Contratación; (b) el valor del contrato objeto del Proceso de Contratación; (c) el análisis del sector económico respectivo; y (d) el conocimiento de fondo de los posibles oferentes desde la perspectiva comercial. La Entidad Estatal no debe limitarse a la aplicación mecánica de fórmulas financieras para verificar los requisitos habilitantes”.
] 

Por tanto, con excepción de los procedimientos regidos por documentos tipo[footnoteRef:2], es necesario tener en cuenta que existe un margen de discrecionalidad para definir el contenido del pliego de condiciones[footnoteRef:3]. Salvo los aspectos que se encuentren reglados en la actuación administrativa, esto implica libertad de las entidades para determinar los requisitos habilitantes sujetos a verificación en los documentos del proceso. Lo anterior en la medida que no existen potestades completamente discrecionales, por lo que dichos elementos reglados son una limitación efectiva a la libertad de configuración[footnoteRef:4].   [2:  Para establecer si determinado objeto contractual se encuentra cobijado o no por los documentos tipo, es necesario determinar si el mismo se enmarca en los tipos de infraestructura, modalidades de selección y tipos de obra estandarizadas en las respectivas matrices de experiencia. De esta manera, solo resulta obligatoria la aplicación de un documento tipo en particular cuando se ha establecido que el objeto contractual y la modalidad en la que debe contratarse están dentro del ámbito de aplicación de las resoluciones expedidas por esta Agencia mediante las cuales se adoptan documentos tipo.

Uno de los elementos comunes a los diferentes documentos tipo es la “Matriz 1 – Experiencia” –en adelante Matriz 1–. Esta consta de unas celdas en las que se describe la experiencia requerida en relación con el objeto a contratar, definiendo además qué tipo de actividades relacionadas con cada sector deben acogerse a los pliegos tipo; además, sirve para estandarizar las condiciones de experiencia, conforme al parágrafo 7 del artículo 2 de la Ley 1150 de 2007.
]  [3:  GONZÁLEZ LÓPEZ, Edgar. El pliego de condiciones en la contratación estatal: la reforma consagrada en la Ley 1150 de 2007 y sus decretos reglamentarios. Bogotá: Universidad Externando de Colombia, 2012. p. 87 y ss.
]  [4:  Como explica la doctrina, “La discrecionalidad no es un espacio de decisión infinitamente abierto; hay una apertura, pero limitada por los márgenes de la realidad fáctica, y su apreciación racional y razonable. La libertad administrativa no es una planicie sin fronteras, sino un anillo con ribetes elásticos y relativos (pues hay zonas en las que la decisión conforme a Derecho está abierta a distintas opiniones y valoraciones), pero hay ribetes que perfilan el ‘margen’ de la discrecionalidad. Conviene insistir en la idea de que no hay potestades absolutamente discrecionales, pues siempre están confinadas por un margen que las acota (de allí que el espacio de libre discrecionalidad pueda ser comparado con el hueco central de una rosquilla o un ‘donut’). Siempre que hay algún elemento reglado que delimita la dosis o el ‘margen’ de discrecionalidad, y que permite a los tribunales controlar dónde está la frontera que separa la ilegítima arbitrariedad de la legítima arbitrariedad” (Cfr. BLANQUER, David. Derecho administrativo: el fin, los medios y el control. Tomo I. Valencia: Tirant lo Blanch, 2010. p. 192).    
] 

Ahora bien, dentro de los requisitos habilitantes se destaca la experiencia, a la cual se refiere en su consulta. Como lo indica el “Manual para determinar y verificar requisitos habilitantes en los procesos de contratación”[footnoteRef:5], expedido por la Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente, la experiencia como requisito habilitante es “el conocimiento del proponente derivado de su participación previa en actividades iguales o similares a las previstas en el objeto del contrato”. La entidad, como responsable de la estructuración del proceso de contratación, en principio, es autónoma para requerir la experiencia necesaria para el objeto contractual, para lo cual, de acuerdo con el artículo 2.2.1.1.1.6.2 del Decreto 1082 de 2015, debe tener en cuenta el estudio del sector y sus diferentes componentes, tales como la identificación de riesgos, el mercado y el precio del bien, obra o servicio a contratar[footnoteRef:6]. [5:  En cce-eicp-ma-04._manual_requisitos_habilitantes_v3_29-09-2023.pdf
]  [6:  Decreto 1082 de 2015: “Artículo 2.2.1.1.1.6.2. Determinación de los Requisitos Habilitantes. La Entidad Estatal debe establecer los requisitos habilitantes en los pliegos de condiciones o en la invitación, teniendo en cuenta: (a) el Riesgo del Proceso de Contratación; (b) el valor del contrato objeto del Proceso de Contratación; (c) el análisis del sector económico respectivo; y (d) el conocimiento de fondo de los posibles oferentes desde la perspectiva comercial. La Entidad Estatal no debe limitarse a la aplicación mecánica de fórmulas financieras para verificar los requisitos habilitantes”.] 

La experiencia que se deriva de la ejecución de los contratos que el proponente ha celebrado y ejecutado con diferentes contratantes, sin importar la naturaleza de estos últimos, se verifica con el RUP[footnoteRef:7], claro está, cuando este certificado sea exigible. Allí constan únicamente los requisitos habilitantes que se evalúan con este documento, de los cuales el mismo es plena prueba, sin que le sea posible a la entidad o al proponente solicitar o aportar documentación distinta[footnoteRef:8]. [7: 
 Decreto 1082 de 2015: “Artículo 2.2.1.1.1.5.3. Requisitos habilitantes contenidos en el RUP. Las cámaras de comercio, con base en la información a la que hace referencia el artículo anterior, deben verificar y certificar los siguientes requisitos habilitantes:
1. Experiencia – Los contratos celebrados por el interesado para cada uno de los bienes, obras y servicios que ofrecerá a las Entidades Estatales, identificados con el Clasificador de Bienes y Servicios en el tercer nivel y su valor expresado en SMMLV. […]”.]  [8: 
 Ley 1150 de 2007: “Artículo 6. De la verificación de las condiciones de los proponentes. Todas las personas naturales o jurídicas nacionales o extranjeras domiciliadas o con sucursal en Colombia, que aspiren a celebrar contratos con las entidades estatales, se inscribirán en el Registro Único de Proponentes del Registro Único Empresarial de la Cámara de Comercio con jurisdicción en su domicilio principal.
[...]
El certificado de Registro Único de Proponentes será plena prueba de las circunstancias que en ella se hagan constar y que hayan sido verificadas por las Cámaras de Comercio. En tal sentido, la verificación de las condiciones establecidas en el numeral 1 del artículo 5 de la presente ley, se demostrará exclusivamente con el respectivo certificado del RUP en donde deberán constar dichas condiciones. En consecuencia, las entidades estatales en los procesos de contratación no podrán exigir, ni los proponentes aportar documentación que deba utilizarse para efectuar la inscripción en el registro.
No obstante lo anterior, sólo en aquellos casos en que por las características del objeto a contratar se requiera la verificación de requisitos del proponente adicionales a los contenidos en el Registro, la entidad podrá hacer tal verificación en forma directa”.] 

La experiencia debe inscribirse, renovarse o actualizarse en el RUP con copia de los contratos o con certificados de los contratos celebrados por el proponente con diferentes contratantes, quienes los expiden dando cuenta del contrato ejecutado y de que recibieron a satisfacción los bienes, obras o servicios de parte del proponente. Estos documentos deben codificarse de acuerdo con el clasificador de bienes y servicios en el tercer nivel[footnoteRef:9]. De esta manera, lo que se verifica con el RUP es que el proponente tenga experiencia en la ejecución del objeto que pretende contratar la entidad, esto es, que haya celebrado y ejecutado contratos que se asimilen a la necesidad que la entidad requiere satisfacer con el procedimiento contractual, sin que sea necesario que su objeto sea totalmente idéntico. Es pertinente aclarar que los códigos del clasificador de bienes y servicios ayudan a que exista un lenguaje común en la denominación de los bienes, obras o servicios que los proveedores ofrecen y que las entidades solicitan.  [9: 
 Decreto 1082 de 2015: “Artículo 2.2.1.1.1.5.2. Información para inscripción, renovación o actualización. El interesado debe presentar a cualquier cámara de comercio del país una solicitud de registro, acompañada de la siguiente información. La cámara de comercio del domicilio del solicitante es la responsable de la inscripción, renovación o actualización correspondiente:
1. Si es una persona natural:
1.1. Bienes, obras y servicios que ofrecerá a las Entidades Estatales, identificados con el Clasificador de Bienes y Servicios en el tercer nivel.
1.2. Certificados de la experiencia en la provisión de los bienes, obras y servicios que ofrecerá a las Entidades Estatales, los cuales deben ser expedidos por terceros que hayan recibido tales bienes, obras o servicios y deben corresponder a contratos ejecutados o copias de los contratos cuando el interesado no puede obtener tal certificado. El interesado debe indicar en cada certificado o en cada copia de los contratos, los bienes, obras y servicios a los cuales corresponde la experiencia que pretende acreditar, identificándolos con el Clasificador de Bienes y Servicios en el tercer nivel”.
] 

En este contexto, resulta relevante distinguir entre los mecanismos de clasificación propios del sistema de compras públicas y aquellos que cumplen finalidades presupuestales. Mientras el Clasificador de Bienes y Servicios (UNSPSC) constituye una herramienta orientada a identificar los bienes, obras y servicios ofrecidos por los proveedores y requeridos por las entidades estatales, el Catálogo de Clasificación Presupuestal (CCP) tiene por objeto identificar, ordenar y clasificar los ingresos y gastos públicos para efectos de programación, aprobación, ejecución, seguimiento y control presupuestal. En consecuencia, los rubros y códigos que integran el CCP responden a necesidades de gestión financiera y presupuestal del Estado, por lo que no fueron concebidos como mecanismos para clasificar, acreditar o medir la experiencia de los contratistas. Por esta razón, la función que cumple el CCP es distinta de la que desempeñan el Registro Único de Proponentes (RUP) y los códigos UNSPSC dentro del sistema de compras y contratación pública.
La Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente considera que no es posible tener experiencia si en la práctica no se ha ejercido o ejecutado lo que se ofrece a otros contratantes. Precisamente, de esa experiencia es que se deriva el conocimiento que tiene el proponente, el cual es importante para la contratación pública, en la medida en que garantiza que no existirán improvisación o mayores costos por errores o dificultades originadas en realizar una actividad por primera vez. Adicionalmente, se entiende que la experiencia puede ser obtenida directamente o por participar asociado con otra persona, como es el caso de proponentes plurales como consorcios o uniones temporales, caso en el cual, aunque la experiencia no deja de ser personal, es compartida por tratarse de esquemas asociativos. Por otra parte, la Agencia recomienda que la experiencia que se solicite sea proporcional y no igual al objeto que se va a contratar, ya que esto puede limitar la participación de los proveedores por no haber ejecutado un objeto igual, aunque sí hubieran ejecutado uno similar, afectando con eso la pluralidad de oferentes. Igualmente, es importante resaltar que:
1) La experiencia es personal, esto es, se adquiere participando, directa o indirectamente, sin que sea posible no participar y tener una experiencia que no es propia.
2) La experiencia se puede compartir, sin que implique que la que se haya compartido a una persona se entienda suya, ya que dentro del procedimiento contractual se reflejará que esa persona tiene la experiencia de otra, como es el caso de la que les aportan los socios a las sociedades con menos de tres (3) años de constitución, lo cual constará en el RUP; o el de las figuras asociativas –consorcios y uniones temporales–, evento que se verificará en el correspondiente documento privado de constitución.
3) La experiencia se puede transferir y esto es diferente a compartirla, puesto que implica que la experiencia de una persona se traslada a otra, y esta última acredita esa experiencia como propia. 
4) Cuando la persona que adquirió la experiencia desaparece o se liquida, no es posible que comparta o transfiera su experiencia, porque al ser personal sigue la suerte de quien la adquirió.
 Así, la noción de experiencia atiende a un razonamiento eminentemente técnico, más que a uno jurídico, pese a las referencias realizadas a algunas normas que acuden a dicho concepto.
Ahora bien, en atención al primer problema jurídico las entidades estatales, en ejercicio de su autonomía y de la responsabilidad que les corresponde en la estructuración de los procesos de contratación, cuentan con facultades para definir los requisitos habilitantes y establecer los mecanismos para verificar su cumplimiento. Sin embargo, dicha autonomía debe ejercerse con sujeción a los principios de la contratación estatal y a los criterios de necesidad, adecuación y proporcionalidad. Por tanto, las condiciones exigidas deben responder a las particularidades del objeto contractual y encontrarse debidamente justificadas en los estudios y documentos previos.
         En relación con la acreditación de la experiencia, debe tenerse en cuenta que el RUP constituye el mecanismo ordinario de verificación en los procesos en los que su inscripción es exigible. No obstante, cuando las características del objeto contractual hagan necesario comprobar información adicional a la contenida en dicho registro, la entidad puede realizar directamente esa verificación y establecer en los documentos del proceso los instrumentos idóneos para tal efecto. Sin embargo, dichas verificaciones complementarias deben recaer sobre actividades efectivamente ejecutadas, condiciones técnicas o circunstancias directamente relacionadas con la experiencia requerida para la adecuada ejecución del contrato, y no sobre criterios ajenos a la acreditación de la capacidad del proponente. En todo caso, los mecanismos de verificación establecidos por la entidad deberán respetar los principios de necesidad, adecuación y proporcionalidad, así como las reglas previstas en la Ley 1150 de 2007 y el Decreto 1082 de 2015.
         Este entendimiento fue desarrollado por esta Subdirección Contractual en el Concepto C-568 del 24 de junio de 2025, en el que precisó que, aunque la experiencia se acredita mediante el RUP en los procesos en los que este resulta exigible, las entidades pueden solicitar y verificar información adicional cuando las características del objeto contractual así lo requieran. Asimismo, señaló que los documentos exigidos para comprobar la experiencia deben ser adecuados y proporcionales, y permitir verificar aspectos como el objeto contractual, las actividades ejecutadas y el valor del contrato. 
        A partir de lo anterior, resulta necesario distinguir la naturaleza y finalidad de los instrumentos de clasificación presupuestal y contractual. El Catálogo de Clasificación Presupuestal (CCP) responde a una finalidad de organización, identificación y clasificación de los ingresos y gastos públicos, mientras que el Clasificador de Bienes y Servicios (UNSPSC) permite identificar los bienes, obras y servicios relacionados con los contratos y la experiencia que registran los proponentes. Por consiguiente, los rubros presupuestales no constituyen, por sí mismos, un mecanismo de clasificación de la experiencia ni sustituyen los instrumentos previstos en el régimen de contratación estatal para su acreditación.
Lo anterior no significa que las entidades estatales carezcan de facultad para solicitar información adicional a la registrada en el RUP. Sin embargo, para que una exigencia relacionada con determinados rubros presupuestales pueda incorporarse como mecanismo complementario de verificación, debe existir una justificación objetiva que demuestre su relación con las actividades que integran el objeto contractual, así como su adecuación y proporcionalidad frente a las necesidades del proceso. La sola correspondencia con una clasificación presupuestal interna de la entidad no acredita, por sí misma, la idoneidad o experiencia del proponente.
De igual forma, la exigencia de acreditar experiencia mediante la correspondencia con determinados rubros presupuestales puede generar restricciones a la participación cuando dicha clasificación depende de la estructura presupuestal particular de cada entidad contratante y no de las actividades efectivamente ejecutadas por el proveedor. En estos eventos, la exigencia podría carecer de aptitud para medir la experiencia requerida y excluir proponentes que sí acreditan idoneidad mediante los mecanismos previstos en la ley, afectando potencialmente los principios de libre concurrencia, igualdad y selección objetiva que orientan la contratación estatal.
         Frente al segundo problema jurídico planteado, el artículo 6 de la Ley 1150 de 2007 establece que el RUP constituye el instrumento de verificación de las condiciones de los proponentes y que el certificado expedido por las cámaras de comercio es plena prueba de la información que allí consta y que ha sido objeto de verificación. En particular, el numeral 6.1 del mismo artículo dispone que las entidades estatales pueden verificar directamente requisitos habilitantes cuando las características del objeto contractual así lo requieran, sin que ello implique desconocer la información certificada en el registro.
        En ese sentido, cuando el RUP es exigible, la entidad debe verificar la experiencia con fundamento en la información allí registrada, atendiendo a los contratos inscritos, su clasificación mediante los códigos UNSPSC y los valores expresados en SMMLV. La posibilidad de solicitar información adicional no habilita a la entidad para sustituir, modificar o recalificar aquella que ya fue verificada por la cámara de comercio.
        Esta interpretación fue desarrollada por Colombia Compra Eficiente en el Concepto C-1232 del 15 de septiembre de 2026, al señalar que la información adicional que las entidades pueden solicitar en virtud del numeral 6.1 del artículo 6 de la Ley 1150 de 2007 no puede utilizarse para modificar o sustituir la información previamente certificada en el RUP. Asimismo, precisó que los requisitos de experiencia deben ser adecuados y proporcionales a la naturaleza y valor del contrato, y guardar relación directa con su objeto.
        Ahora bien, la exigencia de que los contratos anteriores se encuentren asociados a determinados rubros presupuestales debe analizarse a partir de su finalidad y de su incidencia en la verificación de la experiencia. En efecto, si dicha exigencia pretende condicionar la habilitación del proponente a que sus contratos anteriores hayan sido financiados o imputados a una clasificación presupuestal específica de la entidad contratante, debe establecerse si constituye una condición adicional legítima y debidamente justificada o si, por el contrario, introduce una restricción que no permite valorar adecuadamente la experiencia efectivamente adquirida.
        Lo anterior cobra especial relevancia si se considera que los contratos celebrados con otras entidades públicas o con particulares pueden estar sujetos a estructuras presupuestales y financieras diferentes. Por tanto, la falta de coincidencia entre los rubros presupuestales utilizados por distintos contratantes no significa, por sí misma, que las actividades ejecutadas carezcan de relación con el objeto del proceso de selección ni que el proponente no haya adquirido la experiencia requerida.
         Así las cosas, corresponde a cada entidad estatal, en ejercicio de sus competencias y a través de sus equipos estructuradores y jurídicos, previa valoración de las circunstancias fácticas y jurídicas de cada proceso de contratación, determinar la forma en que adelantará su gestión contractual y definir los requisitos habilitantes de experiencia que considere necesarios para garantizar la adecuada ejecución del objeto contractual. Para tal efecto, deberá observar las disposiciones de la Ley 80 de 1993, la Ley 1150 de 2007, el Decreto 1082 de 2015 y demás normas concordantes, así como los principios que rigen la contratación estatal y los lineamientos establecidos por Colombia Compra Eficiente en sus manuales y guías.
         En particular, la definición y verificación de los requisitos de experiencia deberá atender a criterios de pertinencia, adecuación y proporcionalidad, guardar relación con la naturaleza, alcance, cuantía, complejidad y riesgos del contrato, y respetar los mecanismos de acreditación previstos en el ordenamiento jurídico, especialmente el RUP y la clasificación mediante los códigos UNSPSC, cuando estos resulten exigibles. En consecuencia, cualquier exigencia adicional relacionada con rubros presupuestales deberá encontrarse debidamente justificada en las particularidades del objeto contractual, sin que pueda convertirse en una condición arbitraria o desproporcionada que restrinja injustificadamente la participación de los interesados o desconozca la experiencia efectivamente acreditada por los proponentes.
En este sentido, aunque las entidades estatales cuentan con un margen de configuración para estructurar sus procesos de contratación y definir mecanismos de verificación complementarios, dicha facultad no implica que cualquier criterio pueda utilizarse para acreditar experiencia. Por regla general, los rubros presupuestales y los códigos del Catálogo de Clasificación Presupuestal constituyen instrumentos de naturaleza financiera y presupuestal, mas no mecanismos diseñados para acreditar experiencia contractual. Por ello, la exigencia de correspondencia entre la experiencia acreditada por un proponente y determinados rubros presupuestales solo podría justificarse cuando exista una relación objetiva, necesaria y proporcional con las particularidades del objeto contractual; de lo contrario, podría constituir una restricción injustificada de la participación y desconocer los principios de libre concurrencia, igualdad y selección objetiva.
Finalmente, debe advertirse que el análisis para resolver problemas en torno a un proceso de contratación especifico debe ser realizado por quienes tengan interés en ello. De esta forma, las afirmaciones aquí realizadas no pueden ser interpretadas como juicios de valor sobre circunstancias concretas relacionadas con los hechos que motivan la consulta. Por lo anterior, previo concepto de sus asesores, la solución de situaciones particulares corresponderá a los interesados en adoptar la decisión y, en caso de conflicto, a las autoridades judiciales, fiscales y disciplinarias.
Al margen de la explicación precedente debe advertirse que el análisis requerido para resolver problemas específicos en torno a la gestión contractual de las entidades públicas debe ser realizado por quienes tengan interés en ello, de acuerdo con lo explicado la aclaración preliminar del presente oficio. De esta manera, las afirmaciones aquí realizadas no pueden ser interpretadas como juicios de valor sobre circunstancias concretas relacionadas con los hechos que motivan la consulta. Por lo anterior, previo concepto de sus asesores, la solución de situaciones particulares corresponde a los interesados adoptar la decisión correspondiente y, en caso de conflicto, a las autoridades judiciales, fiscales y disciplinarias.
Dentro de este marco, la entidad contratante definirá en cada caso concreto lo relacionado con el tema objeto de consulta. Al tratarse de un análisis que debe realizarse en el procedimiento contractual específico, la Agencia no puede definir un criterio universal y absoluto por vía consultiva, sino que brinda elementos de carácter general para que los partícipes del sistema de compras y contratación pública adopten la decisión que corresponda, lo cual es acorde con el principio de juridicidad. Así, cada entidad definirá la forma de adelantar su gestión contractual, sin que sea atribución de Colombia Compra Eficiente validar sus actuaciones. 
       
IV. Referencias normativas, jurisprudenciales y otras fuentes:
 
	· Ley 1150 de 2007, art. 5 y 6.
· Decreto 1082 de 2015, art. 2.2.1.1.1.6.2., 2.2.1.1.1.5.3., 2.2.1.1.1.5.2.
· Manual para determinar y verificar requisitos habilitantes en los procesos de contratación https://www.colombiacompra.gov.co/wp-content/uploads/2024/08/cce-eicp-ma-04._manual_requisitos_habilitantes_v3_29-09-2023.pdf.


 
V. Doctrina de la Agencia Nacional de Contratación Pública:

La Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente se ha referido sobre la acreditación de experiencia en los conceptos con radicado C-725 del 25 de enero de 2022, C-034 del 2 de marzo de 2022, C-144 del 01 de abril de 2022, C- 223 del 25 de abril de 2022, C-239 del 26 de julio de 2022, C-324 del 19 de mayo de 2022, C-447 del 19 de julio de 2022, C-456 del 15 de julio de 2022, C-592 del 20 de septiembre de 2022, C-623 del 29 de septiembre de 2022, C-837 del 6 de diciembre de 2022, C- 841 del 6 de diciembre de 2022, C-929 del 30 de diciembre de 2022, C-128 del 18 de mayo de 2023, C-146 de 13 de junio de 2023, C- 261 de 13 de julio de 2023, C-312 de julio de 2023, C-287 del 16 de abril de 2025, C-160 del 20 de marzo de 2025, C-410 del 09 de mayo de 2025, C-568 del 24 de junio de 2025, C-755 del 23 de julio de 2025, C-804 del 30 de julio de 2025, C-1143 del 15 de septiembre de 2025, C-1346 del 24 de octubre de 2025, C-1355 del 29 de octubre de 2025, C-1391 del 04 de noviembre de 2025, C-601 del 24 de mayo de 2026, C-972 del 27 de julio de 2026, C-1232 del 15 de septiembre de 2026, entre otros. Estos se encuentran disponibles para consulta en el Sistema de relatoría de la Agencia, al cual puede accederse a través del siguiente enlace:https://relatoria.colombiacompra.gov.co/busqueda/conceptos.  

Las garantías no son un requisito formal: son el instrumento con el que se protege el patrimonio público frente a los riesgos del contrato. Por ello, la Agencia Nacional de Contratación Pública –Colombia Compra Eficiente– te invita a consultar la nueva versión de la Guía para la Exigencia y Constitución de Garantías en los Procesos de Contratación, dirigida a las entidades sometidas al EGCAP y a las de regímenes exceptuados, así como a proveedores y órganos de control. Encontrarás orientaciones sobre las clases de garantías admisibles, la correspondencia entre riesgos asignados y amparos exigidos, su suficiencia y vigencia, y el procedimiento para hacerlas efectivas. Consúltala aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/manual/guia-de-garantias-en-procesos-de-contratacion

De otro lado, te contamos que el Decreto 287 del 19 de marzo de 2026 sustituyó los artículos 2.2.1.2.4.2.6., 2.2.1.2.4.2.7. y 2.2.1.2.4.2.8. del Decreto 1082 de 2015 y estructuró el Sistema Integral de Preferencias en favor de las personas con discapacidad, en cumplimiento del artículo 13 de la Ley Estatutaria 1618 de 2013. Para orientar su aplicación, esta Agencia expidió la Circular Externa 003 del 12 de mayo de 2026, en la que precisa quiénes son los beneficiarios, las cinco medidas que integran el sistema y su obligatoriedad según la modalidad de selección, y el régimen de transición aplicable a los procesos en curso. Consúltala aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/circular/circular-externa-003-de-2026

Recuerda también que la información sobre sanciones e inhabilidades solo cumple su función preventiva si llega oportunamente a los registros públicos. Sobre este deber, esta Agencia expidió la Circular Externa 002 del 5 de mayo de 2026, dirigida a todas las entidades del Estado sin distinción de su régimen contractual, en la que reitera la obligatoriedad de reportar caducidades, multas, sanciones, declaratorias de incumplimiento e inhabilidades ante las Cámaras de Comercio, la Procuraduría General de la Nación y el SECOP, e indica los responsables, los portales dispuestos para el efecto y las consecuencias disciplinarias de omitir este deber. Consúltala aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/circular/circular-externa-002-de-2026

Finalmente, si quieres seguir de cerca la actividad de la Agencia, la tercera edición de 2026 del Radar de la Compra Pública reúne, entre otros contenidos, la Circular Externa 003 de 2026, el Decreto 552 de 2026, un estudio sobre inteligencia artificial en la compra pública, los avances de la Relatoría, análisis jurisprudencial, conceptos jurídicos destacados y la oferta de la Escuela Virtual ANCP-CCE. Descárgalo aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/boletin/boletin-edicion-n-3-de-2026-radar-de-la-compra-publica

Lo invitamos a seguirnos en las redes sociales en las cuales se difunde información institucional: 
 
Twitter: @colombiacompra 
Facebook: ColombiaCompraEficiente
LinkedIn: Agencia Nacional de Contratación Pública - Colombia Compra Eficiente Instagram: @colombiacompraeficiente_cce
 
Este concepto tiene el alcance previsto en el artículo 28 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo y las expresiones aquí utilizadas con mayúscula inicial deben ser entendidas con el significado que les otorga el artículo 2.2.1.1.1.3.1. del Decreto 1082 de 2015.
 
Atentamente, 
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